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CIENCIA

Massimo Squatrito no sale de su
asombro. Es uno de los mejores
científicos en su campo, la bús-
queda de nuevos tratamientos
para tumores cerebrales letales.
El equipo que dirige en el Centro
Nacional de Investigaciones
Oncológicas (CNIO), en Madrid,
ha conseguido 300.000 euros de
diferentes entidades privadas pa-
ra financiar sus estudios durante
los próximos tres años. Pero él y
su grupo, según denuncia, tienen
un pie en la calle por lo que consi-
dera un absurdo matiz legal.

“Con la ley como está, cuatro
de los seis miembros del grupo
se van a quedar en casa. Inclui-
do yo”, explica este genetista ita-
liano. Su contrato expira el 29 de
octubre y el CNIO no se lo puede
renovar. Existen decenas de afec-
tados como ellos en algunos de
los mejores centros científicos
de España.

El problema es la ley de los
Presupuestos Generales de este
año, que se ha convertido en
una amenaza para la ciencia es-
pañola. Su Disposición Adicio-
nal 34ª responsabiliza personal-
mente a los gerentes de los cen-
tros públicos de irregularidades
como la realización de contratos
temporales de más de tres años
o la concatenación de contratos.
La Ley de la Ciencia, aprobada
en 2011, fija excepciones para es-
tas contrataciones en universida-
des y organismos públicos de in-
vestigación, necesitados de flexi-
bilidad. Sin embargo, la Ley de
la Ciencia se deja fuera a corpo-
raciones y fundaciones científi-
cas, como el CNIO. En estas con-
diciones, algunos gerentes han
paralizado contrataciones y re-
novaciones.

Máxima preocupación
“Las nuevas restricciones de
contratación a las que hace refe-
rencia la ley afectan a más de 80
trabajadores del centro hasta di-
ciembre. Más de 10 contratos po-
drían verse afectados este mis-
mo mes de septiembre. Y las ci-
fras pueden superar el centenar
en el próximo año”, alerta la di-
rección del CNIO en un comuni-
cado enviado a EL PAÍS. “Mostra-
mos nuestra máxima preocupa-
ción ante esta grave situación,
que puede ser dramática en el
caso de algunos grupos o depar-
tamentos que perderían a la ma-
yoría de su personal en los próxi-
mos meses”. El CNIO es uno de
losmejores centros de investiga-
ción del cáncer del mundo.

Otro de los equipos más afec-
tados es el del bioquímico Óscar
Fernández Capetillo, líder del
Grupo de Inestabilidad Genómi-
ca del CNIO. Ha sido elegido por
la prestigiosa revista Cell como
uno de los científicos más pro-
metedores del planeta, por sus
estudios sobre el cáncer y el en-
vejecimiento. Ahora, alerta de

que la nueva normativa es “mor-
tal” para equipos como el suyo,
con científicos excelentes ficha-
dos para proyectos punteros
con financiación europea.

Otra de las instituciones gol-
peadas es el Centro Nacional de
Investigaciones Cardiovascula-
res (CNIC), también en Madrid.
La dirección de la institución ha
comunicado al comité de empre-
sa que este enredo legal afectará
a unos treinta trabajadores de
aquí a finales de año. Dos ya no
forman parte de la plantilla, se-
gún fuentes del comité.

En los últimos años, trabaja-
dores temporales del CNIC y de
otros centros científicos han lle-
vado sus casos a los tribunales y
han conseguido que los jueces
reconozcan su situación de inde-
finidos, según las mismas fuen-
tes. Los gerentes, ahora vistos
como responsables por la nueva

ley, rechazan renovar contratos
que puedan suponer en el futu-
ro una declaración judicial de
indefinido no fijo.

“Además, las fundaciones del
sector público tienen restringi-
da la contratación indefinida. Se
encuentran en una situación en
la que no pueden renovar los
contratos temporales y no pue-
den hacer contratos indefinidos,
lo que está llevando a la pérdida
de empleo en estos centros de
personal muy cualificado”, su-
brayan las fuentes del comité de
empresa.

“Hay empleados del CNIC
que se verían afectados por esta
normativa, pero nos consta que
desde los organismos públicos
involucrados están haciendo to-
do lo posible por solucionarlo
con la mayor rapidez”, sostiene
el cardiólogo Valentín Fuster, di-
rector general del CNIC. Su insti-

tución se puso en contacto este
verano con otros posibles afecta-
dos, como el Centro de Regula-
ción Genómica de Barcelona, pa-
ra pedir juntos soluciones a la
secretaria de Estado de I+D+i,
Carmen Vela.

“Estamos trabajando para
que en la Ley de la Ciencia se
incluya entre las excepciones a
todos los agentes del Sistema de
Ciencia, Tecnología e Innova-
ción”, afirma un portavoz del ga-
binete de Vela. Su estrategia prin-
cipal era introducir este cambio
a través de los Presupuestos Ge-
nerales de 2018, pero la crisis de
Cataluña y la falta de apoyos del
Gobierno de Rajoy amenazan
con retrasar su aprobación has-
ta 2018. Decenas de científicos
punteros pueden quedarse antes
en la calle. “Vamos a buscar solu-
ciones caso por caso si hace fal-
ta”, asegura el portavoz.

Un matiz burocrático deja con un
pie en la calle a decenas de científicos
La ley impide a fundaciones públicas de investigación renovar a prestigiosos expertos
y pone en peligro estudios punteros sobre tumores y enfermedades cardiovasculares

Rusia y EE UU han firmado un
acuerdo de cooperación para
crear una estación espacial en
la Luna que comenzará a cons-
truirse a mediados de la próxi-
madécada, según anunció ayer
la agencia espacial rusa en un
comunicado. El proyecto Deep
Space Gateway —Puerta al Es-
pacio Profundo, en inglés— es-
tá abanderado por la NASA y
consiste en una estación espa-
cial en la órbita del satélite de
la Tierra. El proyecto sería el
sucesor de la Estación Espacial
Internacional (ISS), que llegó al
espacio en 1998 con la colabora-
ción de EE UU, Rusia, Europa,
Canadá y Japón y que dejará de
funcionar en 2024, según los
planes actuales.

El acuerdomuestra una im-
portante sintonía en el espacio
entre dos países enfrentados
por el espionaje, la guerra en
Siria y la proliferación nuclear
de Corea del Norte. Las agen-
cias espaciales de Europa
(ESA), Japón y Canadá tam-
bién están embarcadas en el
proyecto, que aún está en un
punto temprano de desarrollo,
según la ESA.

Otros proyectos
Antes del anuncio de ayer, Ru-
sia había expresado su inten-
ciónde construir unabase pro-
pia en la superficie de la Luna
para entrenar a sus cosmonau-
tas con vistas a futuros viajes
a Marte. También China ha
anunciado planes para llevar
a la Luna su propia estación
espacial.

Parte del acuerdo, firmado
enAdelaida (Australia) duran-
te el Congreso Internacional
de Astronáutica, se refiere a
las normas internacionales
que deben aplicarse. “Al me-
nos cinco países están traba-
jando en la creación de sus
propias naves tripuladas”, ha
dicho Igor Komarov, director
general de Roscosmos. “Con
el fin de evitar problemas en
el futuro en la cooperación téc-
nica, se debería unificar una
parte de las normas, por la po-
sibilidad de que los diferentes
países trabajen en sus produc-
tos y se unan a la estación in-
ternacional en la órbita de la
Luna”, ha añadido. El pacto en-
tre Rusia y EE UU incluye el
uso de los actuales cohetes ru-
sosProton yAngara en la cons-
trucción de la base, así como
el futuro cohete de gran tama-
ño que está construyendoRos-
cosmos.

El objetivo final de la nue-
va estación es ser el punto de
partida para las misiones tri-
puladas a Marte y otros pun-
tos del sistema solar. Estos
viajes se realizarían en ve-
hículos reutilizables con pro-
pulsión química y eléctrica
para ir y volver al planeta ro-
jo, según explica la NASA.

El estupor se ha adueñado del
Centro Nacional de Investiga-
ciones Oncológicas (CNIO),
situado en la vanguardia
mundial de la lucha contra el
cáncer. Unos 80 de sus 464
trabajadores están afectados
por el surrealista barullo
legal creado alrededor de la
Ley de Presupuestos Genera-
les de 2017 y de la Ley de la
Ciencia de 2011. El 17% de la
plantilla, con su nombre escri-
to en una lista negra, se sien-
te con un pie en la calle.

“Lo peor es que no tenemos
noticias. No sabemos qué va a
pasar con nosotros”, lamenta

el genetista Massimo Squatri-
to, que llegó hace cinco años
procedente del Centro
Oncológico Memorial Sloan
Kettering de Nueva York. El
grupo que dirige en el CNIO
dispone de 300.000 euros
para investigar tumores cere-
brales, gracias a ayudas de
entidades privadas como la
Fundación Seve Ballesteros,
la Asociación Española contra
el Cáncer y la Fundación
BBVA. “No es un problema de
dinero, es un problema buro-
crático”, comenta todavía sin
dar crédito.

El contrato de cinco años de

Squatrito termina el 29 de
octubre. Ha superado todas
las evaluaciones científicas
para su renovación, pero la
nueva normativa amenaza
con expulsarlo de su propio
laboratorio. “Hay estudiantes
que se pueden quedar sin
grupo en medio de su tesis
doctoral”, advierte. “Y de
todo esto nos hemos enterado
el 14 de septiembre, hace dos
semanas”.

Su centro, el CNIO, parece
por el momento el más afecta-
do por la nueva legislación.
La dirección del organismo,
con la bioquímica María Blas-
co al frente, es la más comba-
tiva a la hora de denunciar el
caos generado.

Rusia y EE UU
acuerdan
construir
una estación
en la Luna

“No sabemos qué va a pasar”
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